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COMENTARIO AL FALLO DE LA CÁMARA FEDERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL: 
“COOPARATIVA DE TRABAJO 15 DE MAYO LTDA.. C/DIRECCIÓN GENERAL 
IMPOSITIVA S/IMPUGNACIÓN DE DEUDA”. 
 
Nos parece sumamente oportuno, no solo reproducir la doctrina del 

fallo en análisis sino, también, extraer algunas de las reflexiones 
vertidas en los votos de los Camaristas opinantes, esto, por cuanto de 
los mismos surgen –amén de las implicancias del fondo de la cuestión- 
otras que establecen y reafirman posiciones jurisprudenciales 
relacionadas con el accionar del Organismo de Recaudación; con la 
convicción que se exhibe en torno al concepto de autonomía de las 
vinculaciones profesionales, y más acerca de la naturaleza del “depósito 
previo” como requisito de admisibilidad para acceder a la instancia 
jurisprudencial. 

 
El tema debatido en su origen que versaba –en síntesis- sobre la 

demostración de la verdadera naturaleza cooperativa de la entidad, tuvo 
en instancia administrativa una resolución favorable por la que se hace 
lugar racialmente a la pretensión, de tal suerte, que como expresa al 
mismo fallo, la “abultada” deuda originalmente determinada “...resultó 
sustancialmente disminuida ante la impugnación presentada por la entidad 
deudora”. 

 
Los actores de la controversia inicial pueden dividirse en tres 

grupos: por un lado, los asociados de la misma entidad a los que el 
Organismo en su primigenia determinación pretendía atribuirles las 
características de la vinculación dependiente; por el otro, determinados 
prestadores de servicios de “zanjeo” (vinculados por contratos de 
locación de servicios) por los que en definitiva la misma cooperativa 
reconoció el cargo; y por último, algunos profesionales vinculados –
asimismo- por contratos de locación de servicios, que asistían a la 
entidad en el campo de sus respectivas incumbencias. 

 
El acceso a la justicia deviene de lo que podríamos llamar una 

situación residual, ya que la misma Administración a través del 
Departamento de Impugnaciones1 desestimó la determinación inicial por la 
totalidad de los asociados a la cooperativa de trabajo que representaban, 
tanto objetiva como subjetivamente, el mayor cargo. En la misma 
resolución también se desfajó la deuda por los profesionales contratados, 
en el entendimiento de que “...las profesiones liberales se caracterizan 
porque la actividad desarrollada por ellos es independiente”2, 
consecuentemente, solo quedó como imputado un profesional que –
incorrectamente- había sido incluido dentro de los otros prestadores de 
servicios. 

 
El arribo de la discusión a los estrados judiciales permite a la 

alzada expedirse en los siguientes sentidos: 
                                                 
1 Resolución D.I. 450/96 
2 Dictamen D.I. 1200/96 



• La expresión utilizada en el voto del doctor Laclau al 
referirse a la cuestión sustancial que hubiera dado origen 
a la determinación primaria, impone un criterio de 
singular relevancia (“La Dirección general Impositiva, sin 
advertir la naturaleza cooperativa de la entidad...” –el 
resaltado es propio-). Aquí lo que se pretende decir es 
que más allá de las particularidades que puedan exhibir 
ciertos y determinados aspectos formales o externos de la 
vinculación entre asociados-cooperativas debe “advertirse” 
y léase evaluarse, la conformación global del ente, que 
debe regirse por normas y principios propios derivados de 
su misma naturaleza. La búsqueda de lo que se llama “el 
fraude laboral” enmarcado en el “ropaje cooperativo” trajo 
en la grupa una indiscriminada acusación a las 
cooperativas de trabajo, de tal suerte que desde la 
irrupción del dec. 2105/94 estas entidades viven en un 
estado de sospecha permanente. La justicia retributiva 
lenta –en esta instancia- un vallado a las actividades 
desenfrenadas, que en numerosos casos se alejan de la 
búsqueda de la verdad objetiva. 

 
• El mismo voto del doctor Laclau expone en forma 
contundente la consideración de las actividades 
profesionales y apoyándose –asimismo- en lo preceptuado 
por la misma Administración, expresa sin ambages que 
“...el ejercicio de profesiones liberales se caracteriza 
por ser independiente”. 

 
• El accionar de la Administración en el sentido observado 
por la Cámara, por el que se deduce que se “arriba a 
conclusiones generalizadas que...no dejan de ser 
conjeturas sin suficiente sustento...”, a pesar de que lo 
allí mismo se expresa con relación a las “...atribuciones 
de comprobación e investigación...” implica un vicio 
potencial para la existencia misma del acto 
administrativo. 

 
Esta conformación de los procedimientos previos y preparatorios 

necesarios para que la emisión del acto administrativo reúna los 
requisitos esenciales para su dictado fulmina –en todo caso- la 
esencialidad de la causa desde el punto de vista objetivo, tal como se 
encuentra receptada y plasmada en el art. 7º, inc. b) de la ley 19.549, 
por lo que el acto “deberá sustentarse en los hechos y antecedentes que 
le sirvan de causa y en derecho aplicable”; o vista desde la óptica de 
Hutchinson como el presupuesto de existencia o requisito de eficacia3. La 
doctrina española considera también al presupuesto de hecho y a la causa 
dentro de los elementos objetivos distinguiendo –en principio- al 
presupuesto de hecho como hecho generador o como circunstancia externa o 
antecedente determinante de la producción de los efectos del acto 
administrativo4. 

                                                 
3 Hutchinson, Tomás, “Ley Nacional de Procedimientos Administrativos”, Editorial Astrea, Buenos Aires 1993, volumen 
I, pág. 149. 
4 Mateo Ramón Martín, “Manual de Derecho Administrativo”, decimoctava edición, Editorial Trivium, Madrid 1996, 
pág. 311. 



La posición asumida en ese fallo ya ha sido sustentada por la 
misma Cámara en anteriores oportunidades: 
 

“Por ello, la administración en el ejercicio de sus atribuciones 
no puede ni debe actuar con un criterio fiscalista o recaudador. Por el 
contrario, para el logro de sus fines debe agotar todos los medios a su 
alcance a fin de probar la procedencia de los cargos que formula, no 
compadeciéndose con esta premisa las generalizaciones o apreciaciones 
estimativas...” 
 

En síntesis, el organismo previsional aun cuando legalmente pueda 
formular cargos, debe actuar cuidadosamente para no caer, como se ha 
dicho, en arbitrariedad atentando contra los derechos y garantías del 
particular, amparados en nuestra Constitución...”5 

 
Y asimismo: “...A mayor abundamiento, cabe señalar que en virtud 

del principio inquisitivo o de oficialidad, incumbe a la autoridad 
administrativa dirigir el procedimiento y ordenar que se practique toda 
diligencia que sea conducente para el esclarecimiento de la verdad y la 
justa resolución de la cuestión planteada...”6. 
 

• Una última observación queda por efectuar con respecto al 
cumplimiento de los requisitos que determinan la 
admisibilidad del recurso, previstos por los arts. 15 de 
la ley 18.820 y 12 de la ley 21.864. El fallo expresa que 
“el recurso deducido reúne los requisitos...máxime al 
haberse acreditado el depósito de la deuda recurrida (el 
respaldo es propio). La sola interposición de una palabra 
)máxime) demuestra una intención. Esto equivale a decir 
que el requisito se puede cumplir bajo otras formas y 
obviamente con el depósito se perfecciona la que las 
mismas leyes expresan: “Dentro de los mismos plazos deberá 
depositarse el importe de la deuda resultante de la 
resolución administrativa...”. 

 
La expresión destacada no hace más que reafirmar el criterio ya 

sentado por esa misma Cámara, en cuanto a que el requisito del depósito 
previo puede perfeccionarse a través de la presentación de una garantía 
que justifique exonerarla de aquella exigencia, “...a fin de garantizar 
su efectiva defensa en juicio...”7 

                                                 
5 “Marrito Argentina CISA c. Dirección General Impositiva”, sentencia Nº 71.719, Cámara Federal de la Seguridad 
Social, sala II, 12/2/98. En el sentido “Parflik SACIFIA c. D.N.R.P.”, sent. Nº 57.589, Cámara Nacional de Apelaciones 
de la Seguridad Social de la Capital Federal, sala I, 14/4/94 
6 “Subarroca, Roberto Eduardo c. Dirección general Impositiva s/ Impugnación de deuda”, Cámara Federal de la 
Seguridad Social, sala I, sentencia Nº 80.324, 18/11/98. 
7 “Club Atlético Vélez Sársfield Asociación Civil c. DGI”, sala II, 18/12/98 


